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e.  Cortina  :  Señor  Presidente  y  señores  Re- 
presentantes : 

He  pedido  la  palabra  para  hacer  una 
explicación  de  mi  voto,  y  al  hacerla,  reflejo  y  re- 
presento también  los  sentimientos  de  todos  nues- 
tros compañeros  pertenecientes  al  Partido  Libe- 
ral que  me  hicieron  el  honor  de  designarme 
conjuntamente  con  el  señor  Díaz  Pardo  para  el 
debate,  y  en  este  momento,  a  mí,  para  la  expli- 
cación de  los  motivos  que  hemos  tenido  para 
adoptar  la  Ley  que  acaba  de  aprobarse. 

Yo  declaro,  señores  Representantes,  que  es  es- 
ta una  de  las  ocasiones  en  que  me  hubiera  com- 
placido más  tener  aquí  a  los  Representantes  del 
Partido  Conservador ;  a  nuestros  compañeros  en 
la  noble  labor  de  hacer  leyes  para  la  República ; 
sobre  todo,  leyes  que  garanticen  la  paz,  la  paz 
más  importante  y  trascendental,  la  más  fecunda 
que  debe  procurarse  en  una  República:  la  paz 
moral.  La  paz  que  dimana  del  equilibrio  de  los 
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Poderes  Públicos,  del  respeto  al  derecho  ajeno 
y  de  ese  ambiente  de  tranquila  garantía  que  ha 
de  rodear  al  ciudadano  en  el  ejercicio  de  sus  de- 
rechos, para  que  las  funciones  públicas  se  des- 
arrollen y  se  desenvuelvan  dentro  de  armónicas 
y  recíprocas  tolerancias,  en  condiciones  de  que 
jamás  lleguen  las  pasiones  a  la  violencia,  ni  a  ese 
estallido  de  acción  que  despierta  ansias  sangrien- 
tas y  envenenados  odios,  que  producen  hondas 
crisis  en  el  mecanismo  político  del  Estado  y  por 
consecuencia  en  nuestra  Patria,  que  es  lo  más 
caro  para  todos,  en  nuestros  prestigios  como  na- 
cionalidad, en  nuestra  libertad  y  en  los  funda- 
mentos mismos  en  que  se  asienta  nuestra  so- 
beranía. 

Yo  desearía  que  aquí  se  encontrasen  los  con- 
servadores, porque  seguramente  mis  palabras  ha- 
llarían eco  en  algunos  de  ellos,  sobre  todo  en  los 
que  combatieron  dentro  de  su  partido  la  reelec- 
ción presidencial,  porque  la  estimaron  contraria 
a  los  intereses  de  la  República  y  a  la  paz  públi- 
ca. Esos  Representantes  seguramente  compren- 
derían mejor  que  nadie  el  previsor  propósito  que 
anima  al  Partido  Liberal  al  adoptar  la  Ley  dis- 
cutida. 

No  es  esta  Ley — es  preciso  que  lo  digamos  mu- 
chas veces  ante  el  país — una  ley  partidaria.  Nos- 
otros no  nos  proponemos  restar  un  solo  derecho, 
ni  una  sola  prerrogativa,  ni  una  sola  legítima 
ventaja  al  partido  político  que  impera  actual- 
mente en  el  Gobierno  de  la  Nación. 

Nosotros  no  nos  proponemos  el  aprovecha- 
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miento  accidental  de  nuestro  poder  legislativo 
como  arma  para  nuestros  propósitos  políticos; 
queremos  exclusivamente  establecer  un  orden  ju- 
rídico, un  orden  legal  que  sea  permanente  pro- 
cedimiento para  el  futuro,  que  desvanezca  para 
siempre  ese  factor  perturbador  en  las  luchas  po- 
líticas, que  está  representado  por  la  acción  per- 
sonal del  Presidente  de  la  República  cuando  es 
candidato  de  reelección,  y  tiene  en  una  mano  todo 
el  poder  del  Estado,  toda  la  fuerza  de  que  puede 
disponer  la  administración  que  maneja  el  tesoro 
público,  toda  la  fuerza  perturbadora  que  des- 
arrollan las  instituciones  armadas  cuando  jefes 
apasionados  las  azuzan  o  corrompen,  toda  la 
fuerza  que  otorgan  las  leyes  vigentes  a  la  acu- 
sación fiscal,  todas  las  potencias  de  que  el  Es- 
tado dispone  para  resguardo  y  garantía  de  los 
ciudadanos;  y  en  otra  mano  sus  intereses  polí- 
ticos, su  ambición,  sus  deseos,  su  orgullo  exaspe- 
rado, sus  propósitos  de  salir  triunfante  en  la 
lucha  política;  y  en  tanto  su  conciencia  de  can- 
didato-Presidente turbada  y  oscurecida  por  la 
idea  fija  del  éxito,  sintiendo  arremolinarse  so- 
bre sus  determinaciones  el  rudo  choque  de  sus 
pasiones. . .  (Los  aplausos  no  dejan  oir  el  final.) 

Nosotros  no  queremos  que  la  estabilidad  de 
las  instituciones  de  nuestro  país  dependa  de  la 
existencia  de  hombres  sobrenaturales,  capaces  de 
resistir  impávidos  la  terrible  presión  moral  que 
acabo  de  describir.  Nosotros  sabemos  perfecta- 
mente que  los  actos  humanos  no  son  el  producto 
exclusivo  de  los  dictados  de  la  razón.  Es  un  prin- 
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cipio  de  psicología  elemental,  conocido  ya  hasta 
en  la  escuela  primaria,  que  la  voluntad  del  hom- 
bre se  determina  con  las  solicitudes  que  le  vienen 
de  fuera ;  que  la  voluntad  se  inclina  a  la  derecha 
o  se  inclina  a  la  izquierda  por  las  pasiones  que 
la  muevan  o  por  los  estímulos  que  la  dirijan. 
Nosotros  no  sabemos  que  existan  estímulos  más 
poderosos,  ni  elementos  que  determinen  mayor 
ceguedad  en  la  voluntad  que  aquellos  que  se  pro- 
ducen en  derredor  de  un  hombre,  cuando  se  af  e- 
rra  a  grandes  ambiciones  de  mando  y  poco  a  po- 
co, como  la  piedra  que  se  desprende  por  la  mon- 
taña y  va  cobrando  velocidad  vertiginosa  según 
va  cayendo  hacia  el  abismo,  siente  todas  sus  fa- 
cultades excitadas  por  la  lucha,  y  de  un  error 
pasa  a  otro,  hasta  que  ciego  y  frenético,  confun- 
de sus  ambiciones  con  su  honor  y  los  intereses 
públicos  con  sus  propios  intereses,  y  llega  el  mo- 
mento en  que  rompe  los  diques  de  la  prudencia 
y  la  ira  roja  domina  y  absorbe  su  voluntad.  Es 
imposible  que  un  gobernante  que  se  coloque  en 
condiciones  de  ser  dominado  por  esas  pasiones, 
sea  al  mismo  tiempo  capaz  de  infundir  la  paz 
moral  al  país  y  ser  la  garantía  de  todos,  cuan- 
do se  desencadena  briosamente  la  controversia 
política  y  la  lucha  electoral. 

Era  necesario  aplicar  algún  remedio  preven- 
tivo contra  los  males  de  la  reelección,  había  que 
buscar  una  legislación  que  respetando  la  inte- 
gridad de  las  funciones  del  Poder  Ejecutivo,  res- 
petando al  mismo  tiempo  la  integridad  de  las 
ventajas  legítimas  que  hoy  tiene  el  Partido  Con- 
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servador,  mantuviera  el  período  electoral  en  ese 
justo  y  firme  equilibrio  que  nosotros  deseamos 
para  que  la  contienda  sea  amplia  y  libre;  para 
que,  gane  quien  ganare,  tenga  el  respeto  y  el  aca- 
tamiento sincero  de  los  que  pierdan;  acatamien- 
to que  seremos  los  primeros  en  mostrar  para 
el  adversario  que  legalmente  triunfara  del  Par- 
tido Liberal  en  los  comicios. 

Voy  ahora  a  examinar  el  problema  a  la  luz  de 
la  ciencia  política. 

En  primer  lugar,  determinaré  los  que  pueden 
denominarse  elementos  históricos  de  esta  Ley. 
El  antecedente  histórico  de  esta  Ley  es  por  sí 
solo  su  gran  soporte  moral. 

Los  pueblos  forman  su  constitución  unas  veces 
por  medio  del  recuerdo  de  sus  grandes  desgracias 
y  dolorosas  experiencias ;  otras  veces  por  los  có- 
digos que  escriben.  Sin  embargo,  en  todos  los 
pueblos  las  constituciones  sólo  valen  y  tienen 
prestigio  y  fuerza  en  tanto  sus  estatutos  están 
animados  por  la  vida  histórica :  la  psicología  na- 
cional del  país  en  que  rigen.  Los  preceptos  cons- 
titucionales jamás  han  encerrado  por  sí  solos  las 
resoluciones  de  todos  los  problemas  y  crisis  que 
pueda  tener  un  país. 

La  aplicación  y  desenvolvimiento  de  un  esta- 
tuto constitucional  no  debe  ser  tan  directo,  me- 
cánico y  esclavo  de  la  letra  sin  alma,  como  se 
pretende  y  practica  en  la  República  de  Cuba; 
sino  que  debe  saberse  que  cada  precepto  de  la 
Constitución  tiene  vida,  y  que  detrás  de  él  hay 
un  ideal  que  ha  querido  ser  expresado.  Cada 
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precepto  de  la  Constitución  tiene  un  fin.  Hay 
que  buscarle  el  sentido  político  a  la  Constitución, 
saber  lo  que  ella  quiere  decir,  sin  alterarla,  pero 
coordinándola  con  flexible  espíritu  lógico.  Cuan- 
do así  se  procede  se  encuentra  el  legislador  con 
que  no  es  la  Constitución  un  conjunto  de  frases 
vacías  y  frías,  que  nada  dicen  y  que  sirven  siem- 
pre por  la  dureza  de  su  letra  para  justificar  una 
tiranía  o  una  detentación  de  poderes,  sino  que 
por  el  contrario  se  encuentra  en  ella  todo  lo  que 
tiene  de  código  de  libertad  y  de  deberes. 

Si  se  examinan  entre  las  naciones  contempo- 
ráneas las  constituciones  que  pudiéramos  llamar 
históricas,  observamos  que  en  gran  parte  las  for- 
man preceptos  no  codificados,  y  que  tienen  sin 
embargo  extraordinaria  fuerza  moral,  y  son  uná- 
nimemente acatados.  La  Constitución  inglesa  es- 
tá toda  ella  formada  de  preceptos  no  escritos,  no 
está  codificada.  Esa  Constitución  no  es  más  que 
la  viva  historia  del  pueblo  inglés,  desde  sus  pri- 
meras luchas  por  la  libertad,  en  que  el  poder  real 
se  imponía  y  llevaba  la  violencia  y  el  soborno 
públicamente  hasta  los  bancos  del  Congreso.  Esa 
Constitución  no  es  más  que  la  lucha  secular  en- 
tre el  poder  real  absorbente  y  la  acción  constan- 
te e  invasora  de  las  fuerzas  populares. 

A  la  manera  como  el  oleaje  de  los  mares  tu- 
multuosos avanza  sobre  las  rocas  y  golpe  a  gol- 
pe las  desbarata  y  domina,  así  la  Consttución 
inglesa  es  la  historia  de  repetidas  crisis  y  revo- 
luciones, seguidas  después  de  declaraciones  de 
derechos  cada  vez  más  radicales  y  precisas. 
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De  todo  ese  pasado,  cargado  de  experiencias, 
de  precedentes  y  de  enseñanzas,  ha  sacado  la  con- 
ciencia pública  inglesa  su  admirable  estabilidad 
política. 

Cuando  el  gobernante  inglés  desea  saber  cómo 
debe  inspirar  sus  actos,  acude  en  primer  término 
a  su  historia,  a  la  enseñanza  que  de  ella  se  des- 
prende, y  a  las  viejas  declaraciones  de  derechos, 
tan  antiguas,  que  el  inglés  en  que  están  escritas 
no  es  ya  el  inglés  que  hablan  los  pueblos  del  gran 
imperio.  Pero  esos  gobernantes  encuentran  en 
esos  antecedentes  el  alma  de  aquel  pueblo  que 
fué  avanzando  hacia  la  libertad  para  jamás  re- 
troceder. Nunca  ha  vuelto  hacia  atrás  el  sen- 
tido político  inglés  para  repetir  de  nuevo  doloro- 
sas  experiencias.  Nunca  sus  reyes  quisieron  re- 
petir el  ataque  a  los  derechos  públicos  que  hizo 
caer  en  el  cadalso  la  cabeza  de  uno  de  sus  monar- 
cas ;  sino  que,  por  el  contrario,  a  paso  firme  so- 
bre el  porvenir  ha  afianzado  cada  vez  más  sobre 
la  letra  de  las  leyes,  y  sobre  la  experiencia,  la 
integridad  de  sus  derechos. 

Vemos  por  este  ejemplo  cómo  existen  las  cons- 
tituciones históricas,  es  decir,  esa  forma  de  cons- 
titución en  que  se  aúnan  el  recuerdo  a  la  histo- 
ria y  la  letra  de  las  leyes;  y  quien  tal  sistema 
tiene  de  practicar  e  interpretar  los  derechos 
constitucionales  es  el  pueblo  maestro  en  el  de- 
recho constitucional  europeo,  al  que  se  deben  las 
más  brillantes  reformas  liberales,  y  al  que  atri- 
buyen los  tratadistas  de  derecho  público  el  in- 
vento de  esa  forma  ingeniosa  de  coordinar  la 
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fuerza  del  poder  con  los  movimientos  de  la  opi- 
nión pública,  que  se  denomina  parlamentarismo. 

Examinemos  ahora  lo  que  puede  llamarse  den- 
tro de  la  nomenclatura  del  derecho  constitucio- 
nal, el  polo  opuesto  de  la  Constitución  inglesa. 
Examinemos  la  Constitución  americana,  surgida 
entre  las  primeras  de  los  pueblos  modernos  y 
perteneciente  al  tipo  de  constitución  codificada 
escrita  y  sujeta  en  su  desarrollo  a  un  estricto 
método.  La  Constitución  americana,  sin  embar- 
go, contiene  preceptos  escritos  y  preceptos  no  es- 
critos, es  decir,  no  codificados.  La  Constitución 
americana  tiene  sobre  todos  ellos  un  trascenden- 
tal precepto  no  escrito,  y  ese  estatuto,  señores 
Eepresentantes,  ese  artículo  no  escrito  se  ha  con- 
siderado siempre  tan  sagrado  y  permanente  que 
nadie  ha  intentado  presentarle  en  ese  país  una 
enmienda.  Jamás  se  ha  sometido  al  Congreso 
americano  para  luego  pasarlo  a  la  legislatura 
de  los  Estados,  ninguna  fórmula  ni  modificación 
que  lo  altere.  Ninguna  enmienda  se  ha  presen- 
tado al  estatuto  constitucional  que  escribió  aquel 
gesto  de  Washington  negándose  a  la  tercera  ree- 
lección; porque  él  creía  que  en  la  democracia 
americana  la  reelección  fundaría  el  cesarismo. 
Esa  decisión  de  Washington  se  clavó  tan  fuerte- 
mente en  la  conciencia  americana,  que  sin  ha- 
berse acordado  ni  establecido  quedó  incorpora- 
da a  la  Constitución ;  en  vano  la  buscaréis  en  los 
artículos  del  Código  fundamental  de  los  Esta- 
dos Unidos.  Está  escrita  en  la  conciencia  de] 
pueblo  americano,  y  nadie  se  ha  atrevido  a  mo- 
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dificarla,  ni  aun  los  impulsos  personales  y  arro- 
gantes de  Roosevelt.  Nadie  se  ha  atrevido  si- 
quiera a  interpretarla  de  una  manera  sofística 
para  buscar  una  tercera  reelección. 

Estas  consideraciones  demuestran  que  las 
constituciones  pueden  y  deben  ser  aplicadas  con 
sentido  político;  buscando  en  ellas  todo  lo  que 
resguarde  y  garantice  la  libertad  y  usándolo  con 
reflexiva  energía. 

Sentados  estos  razonamientos,  yo  me  pregun- 
to, señores  Representantes,  ¿es  acaso  esta  Ley 
algo  que  na  surgido  sin  motivos  u  ocasionada 
por  el  propósito  de  los  liberales  de  aprovechar 
su  mayoría  en  el  Congreso  para  hacer  vulgar 
caudal  político  o  maniobra  electoral  %  \  Qué  pe- 
quenez de  criterio!  ¡Qué  punto  de  vista  más 
estrecho  habría  que  tener,  para  no  encontrar  más 
que  esta  explicación  a  la  trascendental  Ley  apro- 
bada estableciendo  una  licencia  legal  para  el  can- 
didato presidencial  cuando  a  la  vez  sea  Presi- 
dente en  funciones!  No.  Esta  Ley  está  en 
nuestro  pasado  doloroso.  Está  en  nuestra  his- 
toria reciente.  Hemos  visto  las  consecuencias  de 
reunir  en  una  sola  mano  los  poderes  todos  de  la 
República,  y  al  mismo  tiempo,  que  esa  propia 
persona  sienta  toda  la  pasión  del  que  lucha  y 
combate  por  una  causa  personal.  Sabemos  hasta 
donde  llegan  las  luchas  políticas,  la  lucha  de  las 
ambiciones,  y  lo  sabemos  por  la  actuación  de  un 
hombre  que  también  fué  Presidente  de  nuestro 
país  y  cuya  vida  era  una  página  de  austeridad 
y  hombría  de  bien;  en  quien  no  había  razón  al- 
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gima  para  estimarlo  un  impulsivo;  pero  quien, 
después  en  el  terreno  de  la  lucha  y  del  combate, 
se  mostró  dispuesto  a  atropellarlo  todo  para  con- 
quistar el  éxito.  La  situación  de  Presidente-can- 
didato fué  lo  que  desequilibró  aquel  espíritu 
justiciero  y  determinó  en  aquella  conciencia  hon- 
rada estímulos  tan  poderosos  que  lo  llevaron  a 
agitar  todas  nuestras  pasiones,  atacando  nuestro 
derecho  como  pueblo  libre  y  además  determi- 
nando la  revolución  de  agosto.  Por  ese  hecho 
vimos  eclipsarse  la  República  y  establecerse  un 
período  de  suspensión  sobre  nuestra  soberanía 
nacional.  Después  vinieron  elecciones  hechas  ba- 
jo la  inspección  del  extranjero,  y  todos,  vence- 
dores y  vencidos,  parecíamos  dispuestos  a  no  re- 
petir jamás  la  dolorosa  experiencia. 

Ese  es  un  acontecimiento  que  está  aún  reciente, 
fué  una  conflagración  que  pudiera  decirse  que 
está  aún  humeante ;  y  sin  embargo,  sin  que  nada 
indique  que  nuestra  sociedad  está  en  una  situa- 
ción distinta,  y  nuestro  temperamento  haya  va- 
riado radicalmente,  nos  encontramos  frente  a 
otra  reelección,  frente  al  caso  de  otro  Presidente 
que  aspira  a  la  continuación  en  el  cargo  por 
un  nuevo  período. 

Y  en  vista  de  esto,  %  qué  hacer  nosotros,  ya  que 
el  sagrado  precepto  constitucional  no  escrito 
que  condena  en  Cuba  la  reelección  lo  cumplió 
el  anterior  Presidente,  pero  el  actual  no  lo  cum- 
ple e  intenta  desde  el  Poder  su  reelección  %  %  Lan- 
zarnos a  forzar  las  leyes?  ¿Prohibir  la  reelec- 
ción y  acometer  contra  la  Constitución  que 
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expresamente  no  la  prohibe?  No.  Nosotros  no 
debemos  hacerlo,  no  podemos  hacerlo.  Sentimos 
profundamente  que  tal  cosa  ocurra,  y  compren- 
demos que  es  un  gravísimo  error  que  comete  el 
señor  Presidente  de  la  República,  y  queremos 
creer  que  la  propia  persona  que  lo  padece,  lo 
rectificará;  pero  tenemos  el  deber  de  velar  por 
la  paz  y  la  libertad  dentro  de  nuestras  atribu- 
ciones. 

Frente  al  error  de  la  reelección  presidencial 
que  se  intenta,  deseamos  legislar  para  garanti- 
zar el  sufragio,  y  sólo  vamos  a  aplicar  aquí  esos 
seculares  principios  a  que  se  someten  todos  aque- 
llos que  por  ministerio  de  la  ley  deben  resguar- 
dar la  justicia  o  fallar  los  pleitos.  El  principio 
de  la  incompatibilidad,  el  principio  de  la  inca- 
pacidad legal  incidental,  el  mismo  que  se  aplica 
a  los  tribunales,  el  mismo  que  está  en  la  obliga- 
ción de  aplicarse  a  sí  mismo  el  Magistrado  del 
Tribunal  Supremo,  que  también  ejerce  un  Po- 
der igual  en  fuerza  al  Poder  Legislativo  y  al 
Poder  Ejecutivo  y  a  quien  las  leyes  le  mandan 
que,  cuando  tenga  interés  directo  en  un  pleito 
se  excuse,  porque  no  tiene  capacidad  moral  para 
fallar.  La  Ley  de  Enjuiciamiento  le  manda  al 
Magistrado  se  excuse  y  se  inhiba  del  conocimien- 
to de  un  pleito  en  que  tiene  interés  directo.  No 
es  la  Constitución  la  que  se  lo  inrpone.  Por  vir- 
tud de  ese  precepto,  el  Magistrado  cesa  acciden- 
talmente en  sus  funciones,  en  lo  que  respecta  al 
pleito  de  cuyo  conocimiento  deba  inhibirse,  y  no 
obstante,  nadie  se  atrevería  a  considerar  como 
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un  ataque  al  Poder  Judicial  y  a  la  permanencia 
en  sus  funciones  de  un  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  el  que  éste  deba  suspender  temporal- 
mente estas  funciones  cuando  va  a  fallar  un  plei- 
to en  que  está  él  personalmente  interesado. 

Examinaré  ahora  la  Constitución  de  la  Repú- 
blica y  las  atribuciones  que  da  al  Congreso. 

En  primer  término,  yo  llamo  la  atención  de 
los  señores  Representantes  sobre  lo  que  dice  el 
párrafo  13  del  artículo  59  de  la  Constitución,  que 
voy  a  leer: 

"Corresponde  al  Congreso  por  medio  de  una 
ley  especial  designar  quien  deba  ocupar  la  Pre- 
sidencia de  la  República  en  el  caso  de  que  el  Pre- 
sidente y  el  Vicepresidente  sean  destituidos,  fa- 
llezcan, renuncien  o  se  incapaciten." 

Al  mismo  tiempo  dice  el  artículo  66  de  la  Cons- 
titución, que  voy  a  leer,  en  su  segundo  párrafo: 

"El  cargo  durará  cuatro  años  y  nadie  podrá 
ser  Presidente  en  tres  períodos  consecutivos." 

Vamos  a  tratar  estos  dos  preceptos  relacionán- 
dolos con  el  alcance  de  la  palabra  cargo,  usada 
por  la  Constitución. 

Se  ha  dicho,  y  se  ha  dicho  erróneamente,  que 
lo  que  quiere  decir  la  Constitución  es  que  la  per- 
sona electa  Presidente  no  puede  dejar  en  ningún 
caso  de  ser  Presidente  en  los  cuatro  años.  Es 
decir,  que  el  Presidente  viene  a  ser  algo  así  co- 
mo los  reyes,  que  llevan  en  su  persona  y  en  su 
nacimiento  la  realeza  de  una  manera  intangible 
e  inviolable.  Ese  es  un  criterio  que  por  exage- 
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rado  llega  al  absurdo,  dado  que  la  misma  Consti- 
tución prevé  los  casos  en  que  una  persona  electa 
Presidente  no  ocupe  el  cargo  durante  cuatro 
años,  pues  que  la  Constitución  habla  de  la  des- 
titución, de  la  ausencia,  de  la  incapacidad  y  de  la 
muerte. 

Si  el  concepto  cargo  envolviera  forzosamente 
que  jamás  puede  ser  sustituida,  ni  interinamen- 
te ni  definitivamente,  la  persona  que  por  virtud 
de  una  elección  ocupara  el  cargo  presidencial  du- 
rante el  período  de  cuatro  años,  tendríamos  el 
caso  de  que  cuando  esta  persona  sufriese  desti- 
tución, se  ausentase  o  se  incapacitase,  tendría 
que  quedar  el  país  sin  gobierno  ni  Presidente. 

Véase  como,  exagerando  el  valor  de  un  voca- 
blo, se  llega  a  la  conclusión  de  que  se  le  quiere 
sacar  a  este  vocablo  una  fuerza  y  un  alcance  com- 
pletamente fuera  de  lo  que  el  vocablo  en  sí  quie- 
re decir. 

El  concepto  cargo  está  usado  aquí,  si  se  le  re- 
laciona con  el  resto  de  la  Constitución,  para  in- 
dicar el  período  presidencial,  período  a  que  al- 
canza el  valor  de  una  elección  presidencial,  es 
decir,  que  cuando  el  pueblo  se  reúne  convocado 
a  elecciones  para  designar  Presidente,  no  debe- 
rá, con  arreglo  a  la  Constitución,  volverse  a  reu- 
nir, sino  pasados  cuatro  años,  porque  su  desig- 
nación tiene  valor  legal  por  cuatro  años,  para  el 
Presidente  que  el  pueblo  designa,  o  para  todos 
aquellos  que,  por  virtud  de  falta  del  Presiden- 
te electo,  lo  sustituyan  en  todo  lo  que  le  reste  en 
el  período  de  cuatro  años,  basta  que  éste  ter- 
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mine ;  sin  que  la  Constitución  permita  que  antes 
de  esos  cuatro  años  se  acuda  al  pueblo  nue- 
vamente pidiéndole  una  elección  presidencial. 

Como  mayor  prueba  de  este  criterio,  recuerdo 
ahora  que  el  actual  Presidente  de  los  Estados 
Unidos,  Mr.  Wilson,  comentando  la  Constitución 
americana  en  su  obra  El  Estado,  en  la  parte  que 
habla  de  la  sustitución  presidencial,  dice  así : 

"En  caso  de  recusación,  muerte,  dimisión  o 
incapacidad  del  Presidente  y  del  Vicepresiden- 
te, el  cargo  de  Presidente  será  desempeñado  ad 
interim  por  el  Secretario  de  Estado,  o  si  no  pu- 
diere, por  el  Secretario  del  Tesoro,  o  en  el  caso 
de  que  éste  no  pueda,  por  el  Secretario  de  la  Gue- 
rra, y  sucesivamente  por  el  Atorney  General,  el 
Director  General  de  Correos,  el  Secretario  de 
Marina  o  el  del  Interior." 

Continúa  después  este  tratadista  hablando  del 
precepto  constitucional  que  autoriza  al  Congre- 
so americano  para  designar  los  funcionarios  a 
quienes  en  ciertos  casos  pueda  corresponder  la 
Presidencia. 

Cito  este  párrafo,  que  comenta  la  Constitución 
americana,  para  deducir  de  él  un  argumento  que 
robustece  más  lo  que  anteriormente  he  dicho  res- 
pecto de  que  el  concepto  cargo  no  excluye  en  ab- 
soluto que  en  ciertos  casos  se  provea  la  sustitu- 
ción del  Presidente  de  acuerdo  con  las  leyes,  en 
caso  de  incompatibilidad,  o  incapacidad,  o  re- 
cusación. 

Después  demostraré  cómo  es  que  el  Congreso 
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tiene  facultades,  en  el  caso  de  una  elección  pre- 
sidencial en  que  es  candidato  el  Presidente  en 
funciones,  para  regular  cómo  se  ha  de  conducir 
el  candidato  presidencial  que  vaya  a  la  lucha 
electoral  en  dichas  condiciones. 

Queda  evidenciado  que  entender  que  el  concep- 
to cargo  significa  la  inamovilidad  absoluta  de  la 
persona  que  lo  ocupe,  es  llevar  el  poder  de 
una  frase  y  de  una  elección  a  un  terreno  supe- 
rior a  las  leyes  de  la  naturaleza,  puesto  que  na- 
die puede  asegurar  que  una  persona  esté  cuatro 
años  forzosamente  en  una  función,  y  mucho  me- 
nos, cuando  la  misma  Constitución  prevé  los  ca- 
sos en  que  la  j)ersona  elegida  no  permanezca 
constantemente  cuatro  años  desempeñando  el 
cargo;  en  algunas  ocasiones  por  su  propia  vo- 
luntad; por  ejemplo,  cuando  pide  una  licencia. 

A  esta  argumentación  mía  podrían  alegar  los 
que  opinan  de  diferente  manera  que  la  Consti- 
tución señala  expresamente  cuáles  son  aquellas 
formas,  o  mejor  dicho,  cuáles  son  los  casos  en 
que  el  Presidente  puede  ser  sustituido,  y  que 
la  Ley  que  hemos  aprobado  no  comprende  o  no 
se  refiere  a  ninguno  de  los  casos  que  la  Consti- 
tución determina. 

Voy  a  examinar  este  razonamiento. 

He  leído  anteriormente  el  artículo  59  en  su 
párrafo  13,  que  expresamente  le  da  al  Congreso 
el  derecho  de  legislar  sobre  quiénes  deben  ocu- 
par la  Presidencia  de  la  República  en  los  casos 
en  que  el  Presidente  y  Vicepresidente  sean  des- 
tituidos, fallezcan,  renuncien  o  se  incapaciten. 
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Es  decir,  que  este  artículo  de  la  Constitución  pre- 
vé que  el  Congreso  se  pueda  ver  obligado  a  se- 
ñalar sustituto,  no  solamente  en  los  casos  ele  des- 
titución, fallecimiento  o  renuncia,  sino  en  los  ca- 
sos de  incapacidad. 

¿  Qué  significa  incapacidad  %  La  palabra  inca- 
pacidad, de  un  modo  general,  quiere  decir  falta 
de  aptitud  moral,  legal  o  física  para  el  cargo.  En 
este  caso  nadie  me  puede  decir  que  la  Constitu- 
ción se  refiere  sólo  a  incapacidad  física,  porque 
la  Constitución  no  lo  dice,  no  hace  distinción  nin- 
guna, es  decir,  que  no  hay  razón  para  alegar  que 
el  precepto  constitucional  no  comprende  también 
los  casos  de  manifiesta  incompatibilidad  que  pue- 
dan presentarse  en  el  transcurso  de  las  funcio- 
nes presidenciales. 

Pueden  ocurrir  durante  el  desempeño  de  la 
Presidencia  de  la  República  casos  de  evidente 
incompatibilidad  que  bagan  necesario  sustraer 
accidentalmente  determinadas  funciones  del  Go- 
bierno y  de  la  Administración,  de  la  persona  que 
ocupa  el  cargo  de  Presidente,  y  que  éste  venga 
a  disfrutar  una  licencia  por  ministerio  de  la  ley, 
que  le  permita  inhibirse  en  sus  funciones  ejecu- 
tivas; de  la  misma  manera  que  el  Magistrado 
que  va  a  fallar  un  pleito  y  encuentra  que  en  él 
se  discute  su  propia  herencia,  no  puede  poner 
su  firma  al  pie  de  la  sentencia  en  que  se  resuel- 
va sobre  su  propio  caudal  hereditario,  y  entrega 
accidentalmente  sus  facultades  juzgadoras  al 
compañero  de  Tribunal;  y  no  obstante,  su  con- 
cepto de  Magistrado  no  se  menoscaba,  ni  sufre, 
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sino  que  tan  sólo  cesa  interinamente  en  aquella 
función  para  la  cual  carece  de  capacidad  legal 
y  de  capacidad  moral.  ( Aplausos.) 

Sr.  Ferrara  :  Eso  es  lo  que  quieren  hacer,  he- 
redarse a  sí  mismos. 

Sr.  Cortina:  ¡Ah!  pero  con  un  mal  sistema, 
porque  perjudican  a  la  República.  Hemos  visto 
ya  que  la  Constitución  da  al  Congreso  la  función 
de  dictar  una  Ley  señalando  quiénes  son  las  per- 
sonas que  deben  sustituir  al  Presidente  y  Vice- 
presidente en  determinados  casos.  Esta  Ley  ha 
sido  dictada  ya  por  el  Congreso  cubano  y  está 
vigente.  Pues  bien,  si  el  Congreso  tiene  derecho 
a  dictar  esa  Ley,  señalando  las  personas  que  de- 
ben sustituir  en  determinados  casos  al  Presiden- 
te y  Vicepresidente  y  entre  esos  casos  se  encuen- 
tra el  de  incapacidad,  y  en  ninguna  parte  de  la 
Constitución  se  define  qué  clase  de  incapacidad 
es  a  la  que  se  refiere  la  Constitución,  ¿  dónde  está 
el  precepto  de  la  misma  que  prohiba  al  Congreso 
decir  cuáles  son  los  casos  de  incapacidad  a  que 
se  refiere  el  artículo  que  leí  anteriormente  y 
que  han  de  determinar  sustitución  presidencial 
también  ? 

Para  negar  nuestro  derecho  a  adoptar  la  ley 
aprobada,  sería  preciso  citarnos  el  precepto  cons- 
titucional que  prohibiera  al  Congreso  definir  los 
casos  de  incapacidad,  o  que  la  Constitución  hu- 
biera enumerado  y  especificado  las  clases  de  in- 
capacidades a  que  ella  se  refiere,  con  lo  cual  segu- 
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ramente  las  habría  limitado ;  pero  no  habiéndolo 
hecho  queda  el  problema  todo  en  pie  para  ser 
resuelto  por  el  Congreso  por  medio  de  la  legis- 
lación. 

El  Congreso,  lo  mismo  que  tiene  la  facultad  de 
decir  quiénes  deben  sustituir  al  Presidente  y  Vi- 
cepresidente en  los  casos  de  incapacidad,  tiene 
también  el  derecho  de  fijar  cuáles  son  estas  in- 
capacidades, siempre  que  lo  haga  dentro  de  lo 
que  pudiera  denominarse  alta  moral  política,  ele- 
vada moral  social,  que  sólo  la  tienen  aquellas 
leyes,  como  la  aprobada,  que  está  inspirada  por 
la  triste  experiencia  de  la  Historia  cubana  y  por 
los  grandes  intereses  de  la  Nación,  puestos  en 
peligro  por  el  propósito  reeleccionista  del  actual 
Presidente  de  la  República. 

La  Ley  que  hemos  aprobado  afecta  únicamen- 
te al  Presidente  de  la  República  cuando  éste  es 
candidato  a  un  nuevo  período.  No  toca  ni  afecta 
en  nada  al  ejercicio  de  las  funciones  activas  del 
Presidente,  en  tanto  éste  no  realice  un  acto  vo- 
luntario de  ciudadano  y  se  presente  candidato 
para  un  nuevo  período.  Entonces,  sólo  entonces, 
surge  la  incompatibilidad  que  previene  la  Ley, 
y  sólo  durante  el  período  breve  de  dos  meses  la 
Ley  da  licencia  al  ciudadano  que  aspira  a  ser 
reelecto  en  el  cargo  de  Presidente  de  la  Repú- 
blica. Y  esta  licencia  cesa  tan  pronto  se  reali- 
cen las  elecciones,  o  el  candidato  renunciara  a 
su  candidatura  por  cualquier  motivo. 

Con  arreglo  a  la  Constitución  de  la  República 
y  aplicando  su  texto,  cabrían  casos  de  suspen- 
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sión  de  las  funciones  presidenciales  aun  dentro 
del  primer  período  del  cargo.  Por  ejemplo,  el 
caso  en  que  un  Presidente  de  la  República  fuere 
acusado  por  la  Cámara  de  Representantes  con 
las  dos  terceras  partes  de  votos  conformes,  según 
previene  la  Constitución. 

En  ese  caso,  el  Poder  Legislativo  se  hallaría 
frente  a  otra  forma  de  incapacidad  o  incompati- 
bilidad temporal  que  definir.  Seguramente  para 
que  la  Constitución  fuera  aplicada  y  el  Senado 
pudiera  fungir  de  Tribunal  llamado  a  fallar  la 
acusación  de  la  Cámara,  debería  comparecer  an- 
te ese  cuerpo  colegislador  la  persona  acusada. 
No  sería  lógico  que  acusado  el  Presidente,  éste 
continuase  en  el  ejercicio  de  sus  funciones.  Ven- 
dría la  suspensión  después  de  la  acusación.  A  es- 
ta suspensión  en  el  cargo  se  refiere  el  tratadista 
Wilson  cuando  glosando  la  Constitución  de  los 
Estados  Unidos  habla  de  la  sustitución  interina 
del  Presidente  o  Vicepresidente  de  la  República 
en  los  casos  de  recusación. 

Sería  ir  en  contra  de  toda  lógica  suponer  que 
un  Presidente  acusado  legalmente  por  el  Con- 
greso, compareciera  como  Presidente  en  funcio- 
nes activas  ante  el  Senado.  Sería  curioso  ver  a 
un  Presidente  en  tales  condiciones,  y  que  por  no 
haber  sido  sustituido  apareciera  ante  sus  jueces 
rodeado  de  la  fuerza  pública  que  obedece  sus 
órdenes. 

Frente  a  una  situación  como  esa  que  apunto 
como  una  de  las  varias  que  pueden  ocurrir,  vol- 
vería a  plantearse  el  problema  de  la  incompati- 
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bilidad  y  de  la  incapacidad  legal  temporal  del 
Presidente,  para  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Este  ejemplo  demuestra  que  la  incompatibi- 
lidad durante  el  período  de  Gobierno  de  un  Pre- 
sidente, no  es  ninguna  rareza  traída  por  los  ca- 
bellos para  ser  establecida  en  la  ley  aprobada; 
sino  algo  perfectamente  normal  que  puede  ocu- 
rrir en  diversas  circunstancias. 

Los  razonamientos  y  argumentos  precedentes 
son  sin  embargo  los  más  ligeros  que  pueden  usar- 
se en  defensa  de  la  Ley  debatida. 

Hay  otro  más.  En  el  problema  debemos  seña- 
lar una  distinción  capital.  Se  legisla  para  el 
candidato  a  un  nuevo  período  presidencial.  La 
ley  se  refiere,  no  al  Presidente  como  tal,  sino  al 
ciudadano  que  ocupa  la  Presidencia  de  la  Re- 
pública, quién  al  presentarse  en  unas  elecciones 
generales  desea  ir  a  la  lucha  comicial  como  can- 
didato a  un  nuevo  período  de  gobierno.  En  ese 
momento  el  Presidente  realizará  un  acto  volun- 
tario igual  al  que  efectúa  cuando  pide  una  licen- 
cia y  es  sustituido  interinamente  por  el  Vicepre- 
sidente. Cuando  el  ciudadano  que  ocupa  la  Pre- 
sidencia de  la  República  quiere  ser  candidato 
a  un  nuevo  período,  debe  saber  que  tal  aspira- 
ción está  sujeta  al  régimen  que  prescribe  la  Ley 
Electoral.  Es  decir,  que  si  la  Ley  Electoral  de- 
termina, sin  excepción,  que  las  autoridades  que 
aspiren  a  ser  reelectas  tendrán  una  licencia  por 
ministerio  de  la  ley,  antes  del  momento  electoral, 
el  Presidente  de  la  República,  al  decidirse  a  ser 
candidato  y  sujetarse  para  ello  al  régimen  elec- 
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toral  realizará  un  acto  voluntario  y  la  licencia 
que  se  le  otorga  por  ministerio  de  la  ley  es,  vir- 
tualmente,  pedida  por  él,  dado  que  al  ser  can- 
didato conocerá  que  tiene  que  sujetarse  a  todo 
lo  prescripto  por  la  Ley  Electoral,  votada  por 
el  Congreso  de  acuerdo  con  las  facultades  que 
expresamente  la  Constitución  le  confiere.  Y  la 
ley  aprobada  no  es  más  que  un  artículo  más  de  la 
Ley  Electoral  vigente. 

El  artículo  66  de  la  Constitución  dice  en  su 
segundo  párrafo :  1 1  El  cargo  durará  cuatro  años 
y  nadie  podrá  ser  Presidente  en  tres  períodos 
consecutivos. ' ' 

La  Constitución  no  usa  el  vocablo  reelección 
para  nada.  Se  limita  a  decir  que  nadie  podrá  ser 
Presidente  tres  períodos  consecutivos.  Hay  que 
deducir  la  legalidad  constitucional  de  la  reelec- 
ción, nó  de  que  la  Constitución  directamente  dé 
ese  derecho  al  Presidente  en  funciones;  sino  de 
que  no  se  lo  prohibe.  Es  decir,  algo  muy  distin- 
to aunque  a  primera  vista  parezca  igual. 

La  Constitución  en  cuanto  a  la  reelección  pre- 
sidencial, el  derecho  a  ella  y  el  régimen  que  debe 
seguirse  para  que  tenga  lugar,  adolece  de  silen- 
cio y  obscuridad.  Pero  este  silencio  y  obscuri- 
dad aparentes  desaparecen  cuando  vamos  a  exa- 
minar las  facultades  del  Congreso. 

Dice  textualmente  el  artículo  59  de  la  Constitu- 
ción: "Son  atribuciones  del  Congreso:  1? — For- 
mar los  Códigos  y  las  leyes  de  carácter  general; 
determinar  el  régimen  que  debe  observarse  para 
las  elecciones  generales,  provinciales  y  munici- 
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pales."  El  Congreso  es  soberano,  con  expresas 
facultades  para  determinar  el  régimen  electo- 
ral. Ahora,  usa  esa  facultad  para  reglamentar 
las  reelecciones  presidenciales  y  lo  hace  estable- 
ciendo el  procedimiento  de  que  el  Presidente  en 
funciones  que  sea  candidato  a  un  nuevo  período 
de  gobierno  tenga  una  licencia  por  ministerio  de 
la  ley,  durante  un  corto  período  precedente  a  las 
elecciones. 

En  este  caso  ocurre  uno  de  falta  temporal 
del  Presidente  de  la  República  previsto  en  el  ar- 
tículo 74  de  la  Constitución,  el  cual  previendo 
este  caso,  dice  que  "cuando  ocurra  la  falta  tem- 
poral del  Presidente  de  la  República,  le  sustitui- 
rá, mientras  dure  esa  falta,  el  Vicepresidente". 

¿  En  dónde  se  encuentra  el  precepto  infringido 
por  la  Ley  aprobada  % 

Lo  único  que  se  hace  es  establecer  el  régimen 
electoral  que  debe  seguirse  con  el  candidato  a  la 
Presidencia  de  la  República  cuando  éste  reúne 
además  las  condiciones  de  Presidente  en  fun- 
ciones. 

El  Congreso  al  acordar  esta  ley  usa  de  sus 
atribuciones.  El  artículo  36  de  la  Constitución 
dice  que  la  enumeración  de  los  derechos  garan- 
tizados expresamente  por  la  Constitución  no  ex- 
cluye otros  que  se  deriven  del  principio  de  la 
soberanía  del  pueblo  y  de  la  forma  republicana 
de  gobierno.  A  la  verdad,  difícil  sería  encon- 
trar ley  alguna  más  republicana  que  la  que  de- 
fiendo yo  en  este  discurso.  Ley  republicana  que 
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pone  sobre  las  aspiraciones  de  un  hombre  los 
intereses  de  la  República. 

La  reelección  presidencial,  que  la  Constitución 
no  nombra,  sino  deja  deducir,  no  tenía  régimen 
electoral.  Nosotros  acabamos  de  dárselo  usando 
el  derecho  que  nos  otorga  el  artículo  54  de  nues- 
tra Ley  Constitucional. 

Yo  he  preguntado  a  ustedes,  señores  Repre- 
sentantes: ¿El  derecho  que  da  la  Constitución 
al  Congreso  para  establecer  el  régimen  electoral 
tiene  que  detenerse  ante  un  candidato  cuando 
éste  es  el  que  ocupa  la  Presidencia  de  la  Repú- 
blica"? ¿Por  qué?  ¿En  dónde  está  prescripta 
esa  limitación  de  las  facultades  del  Congreso1? 

Si  imperara  el  criterio  opuesto  al  nuestro,  de- 
bería reconocerse  que  entonces  sí  se  infringiría 
la  Constitución,  puesto  que  se  limitarían  las  fa- 
cultades que  expresamente  ésta  le  otorga  al  Con- 
greso en  materia  de  régimen  electoral. 

No  es  posible,  no,  que  el  único  ciudadano  de 
la  República  que  no  estará  sometido  a  la  legisla- 
ción electoral  sea  el  candidato  de  una  reelección 
presidencial  cuando  además  es  Presidente.  El 
Presidente  de  la  República,  tan  pronto  que  por 
su  propia  voluntad  desea  discutir  su  nueva  elec- 
ción en  los  comicios,  es  un  ciudadano  sometido 
a  la  Ley  vigente.  No  es,  no  puede  ser  un  ciuda- 
dano privilegiado  ante  el  cual  no  lleguen  las  me- 
didas defensivas  de  la  libertad  del  sufragio  que 
el  Congreso  adopte.  Para  que  tal  cosa  aconte- 
ciera, sería  menester  que  un  precepto  claro,  ter- 
minante, expreso  de  la  Constitución  lo  ordenara, 
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y  ya  hemos  visto  que  lejos  de  eso  la  Constitución 
autoriza  y  permite,  sin  violencia  alguna,  la  adop- 
ción de  la  excelente  Ley  que  acabamos  de  votar. 
Hemos  cumplido  nuestro  deber  y  estamos  dentro 
de  la  letra  y  el  espíritu  de  la  Constitución  que 
dice  que  la  enumeración  de  los  derechos  que  en 
ella  se  hacen  no  excluyen  todos  aquellos  otros 
que  se  deriven  de  la  soberanía  del  pueblo  y  de 
la  forma  republicana  de  gobierno.  Esa  forma 
republicana  de  gobierno  que  sufre  grave  riesgo 
cuando  el  Jefe  del  Poder  Público  es  a  la  vez 
aspirante  y  combatiente  de  la  lucha  electoral,  en 
un  país  centralizado  y  sin  sólidos  hábitos  histó- 
ricos que  contraríen  las  demasías  del  poder  per- 
sonal. 

Con  esta  Ley,  que  debieran  haber  votado  tam- 
bién los  Eepresentantes  conservadores  y  que  de- 
be sancionar  sin  vacilación  alguna  el  señor  Pre- 
sidente de  la  República,  hacemos  una  transcen- 
dental y  patriótica  obra:  la  de  prever  el  porve- 
nir; la  de  alejar  de  todo  riesgo  la  paz  pública. 
Ponemos  al  Presidente-candidato  en  condiciones 
de  revestir  de  absoluto  prestigio  y  autoridad  mo- 
ral sus  aspiraciones  y  al  país  le  evitamos  toda 
conmoción  que  retrasaría  su  civilización  y  el  pro- 
greso de  sus  riquezas.  La  Ley  votada  hace  todo 
esto  sin  alterar  el  matiz  político  del  gobierno 
y  llevando  a  presidir  interinamente  la  Repúbli- 
ca al  Vicepresidente,  que  es  miembro  activo  de 
la  colectividad  política  a  que  pertenece  el  Pre- 
sidente de  la  República  General  Menocal. 

Procedemos  como  una  colectividad  consciente 
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que  no  vive  al  día,  esperando  imprevisoramen- 
te,  como  el  hombre  primitivo,  lo  que  sucederá 
mañana.  No  queremos  permanecer  en  silencio 
o  inactivdad  ante  los  riesgos  que  corre  el  país, 
para  luego,  cuando  surja  la  dificultad  y  se  des- 
encadenen las  pasiones  como  las  terribles  espi- 
rales de  una  tempestad,  llevar  las  manos  a  lo 
alto,  pidiendo  al  Dios  tranquilo  e  inmutable  del 
infinito  lo  que  no  supimos  hacer  en  la  hora  opor- 
tuna de  las  soluciones  previsoras,  pacíficas  y  sal- 
vadoras. 

Nosotros  queremos  demostrar  ante  el  país  que 
la  historia  nos  ha  enseñado  algo;  que  sabemos 
nuestro  pasado;  que  no  queremos  que  se  diga 
más  que  nos  dejamos  llevar  por  los  aconteci- 
mientos hasta  la  terrible  encrucijada  a  donde  se 
estrellan  los  pueblos  cuando  el  poder  público  en- 
furecido se  trueca  en  juez  y  parte  y  acomete  con- 
tra una  porción  del  pueblo  que  ejercita  sus  de- 
rechos. En  estos  motivos,  en  estas  causas  hay 
que  buscar  las  nobles  razones  de  esta  Ley  que 
debiera  tener  el  aplauso  de  los  Representantes 
conservadores,  porque  en  el  futuro  esta  misma 
Ley  resguardará  sus  derechos. 

Entre  las  razones  que  se  han  expuesto  contra 
la  Ley  aprobada  se  ha  aducido  el  ejemplo  de  los 
Estados  Unidos  y  se  ha  dicho  una  vez  más,  con 
manifiesto  error,  que  nuestra  Constitución  es  un 
remedo  o  copia  de  la  que  rige  en  la  Nación  ame- 
ricana. Esto  me  lleva  a  hacer  una  ligera  compa- 
ración entre  nuestro  sistema  político  y  el  ame- 
ricano. 
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La  Constitución  americana,  según  saben  to- 
dos, es  un  lazo  federal  que  unió  primero  un  cor- 
to número  de  Estados  autónomos.  Era  tanta  su 
autonomía  que  Washington  decía  poco  antes  de 
la  Convención  de  Filadelfia:  ''Somos  hoy  una 
nación  y  mañana  seremos  trece  naciones.  %  Quién 
querrá  tratar  con  nosotros  en  semejantes  condi- 
ciones % ' ' 

Se  adoptó  la  Constitución  de  Filadelfia  que  to- 
davía rige  y  a  pesar  de  los  años  transcurridos 
se  ha  podido  decir  por  notables  comentadores  de 
la  legislación  americana  que  sólo  después  de  la 
gran  guerra  civil  fueron  los  Estados  Unidos  una 
Nación.  Aún  hoy  se  define  el  régimen  de  la  Unión 
Americana  como  de  gobierno  doble.  La  integri- 
dad del  derecho  de  los  Estados  a  despecho  del 
engrandecimiento  del  Poder  Federal  se  ha  hecho 
cada  vez  mayor.  "Las  prerrogativas  de  los  Es- 
todos  son  hoy  más  esenciales  que  nunca" — ha 
dicho  el  tratadista  Wilson,  citado  por  mí  varias 
veces. 

Esas  prerrogativas  de  los  Estados  de  la  Unión 
equivalen  con  pocas  excepciones  a  todas  las  que 
tiene  el  Congreso  cubano:  leyes  civiles,  crimina- 
les, electorales,  mercantiles,  municipales,  orden 
público,  milicia,  policía,  todo  esto  cae  bajo  la  ju- 
risdicción del  Estado  autónomo  americano.  Has- 
ta comprometerse  en  una  guerra  en  caso  de  ur- 
gencia y  peligro  real  que  no  admita  espera,  pue- 
de un  Estado  de  la  Unión  Americana. 

El  Congreso  Federal  y  el  Presidente  de  la  Re- 
pública no  pueden  producir  la  más  lijera  pertur- 
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bación  administrativa  en  ningún  Estado.  Fuera 
del  servicio  de  Correos,  patentes  de  invención, 
tratado  de  comercio,  delitos  contra  el  derecho  de 
gentes,  el  derecho  a  declarar  la  guerra  y  alguna 
que  otra  prerrogativa  de  menor  importancia,  la 
autoridad  del  Presidente  de  los  Estados  Unidos 
y  del  Congreso  Nacional  están  detenidas  por  el 
valladar  de  la  autonomía  de  los  Estados. 

Es  tal  esta  autonomía  que  la  nación  america- 
na se  vió  frente  a  inminente  peligro  de  guerra 
con  el  Japón  por  resoluciones  de  una  Junta  de 
Educación  del  Estado  de  California  y  el  Pre- 
sidente de  la  República  fué  impotente  para  in- 
fluir sobre  la  modificación  de  tales  acuerdos. 

Erente  a  ese  régimen  político  norteamerica- 
no resulta  una  cruel  burla  decir  que  la  reelec- 
ción de  un  Presidente  de  los  Estados  Unidos  es 
algo  análogo  a  la  reelección  de  un  Presidente 
cubano. 

Nuestro  régimen  político,  por  su  propia  estruc- 
tura y  por  prácticas  viciosas,  es  la  negación  de 
toda  autonomía  administrativa.  A  nuestra  Cons- 
titución casi  toda  le  falta  aplicación  y  desenvol- 
vimiento. Sobre  nuestra  pereza  de  voluntad  y 
viejos  hábitos  adquiridos,  la  Presidencia  de  la 
República  tiende  a  transformarse  en  un  poder 
irresponsable  y  único. 

Nuestra  Constitución  habla  de  la  responsabi- 
lidad de  los  Secretarios  de  Despacho  y  pre  cisa~ 
mente  por  un  veto  del  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca no  hemos  podido  poner  aún  en  vigor  una  Ley 
que  por  iniciativa  mía  fué  aprobada  y  que  es- 
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tablecía  que  los  Secretarios  del  Despacho  infor- 
masen a  la  Cámara  sobre  la  administración  pú- 
blica. Este  veto  lo  puso  el  señor  Presidente  a 
pesar  de  que  la  Ley  era  copia  de  un  artículo  del 
programa  del  Partido  Conservador. 

Se.  Ferrara  :  Una  enormidad. 

Se.  Cárdenas  :  A  juicio  de  usted. 

Sr.  Ferrara:  A  juicio  de  todos  los  que  tienen 
un  poco  de  cerebro.  Una  enormidad. 

Sr.  Cortina  :  Ese  veto  lo  puso  el  señor  Presi- 
dente precisamente  invocando  el  socorrido  ar- 
gumento de  la  inconstitucionalidad.  Vean  los  se- 
ñores Representantes  cómo  ese  celo  y  devoción 
por  la  Constitución  no  es  más  que  un  pretexto 
para  atacar  todo  aquello  que  no  conviene  o  mo- 
lesta al  Gobierno. 

No  informando  los  Secretarios  del  Despacho 
al  Congreso,  ni  viniendo  a  contestar  ninguna  de 
sus  preguntas,  la  responsabilidad  de  estos  fun- 
cionarios queda  reducida  a  un  precepto  consti- 
tucional sin  aplicación,  puesto  que  puede  el  Se- 
cretario dificultar  e  impedir  el  esclarecimiento 
de  cualquier  delito  o  infracción  grave  que  come- 
ta, negándose  o  poniendo  obstáculos  a  la  acción 
informativa  del  Congreso. 

Respecto  de  los  datos  pedidos  al  Ejecutivo  a 
que  se  refiere  la  Constitución  para  darle  al  Con- 
greso una  manera  fácil  y  rápida  de  conocer  todo 
aquello  que  incumbe  a  la  Administración  y  a  su 
marcha,  yo  recuerdo  una  anécdota  que  me  contó 
hace  poco  una  persona  muy  distinguida  respecto 
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de  un  breve  diálogo  que  oyó  en  cierta  ocasión  en 
una  Secretaría  del  Despacho.  Alguien  llegó  a  vi- 
sitar al  Secretario  y  le  preguntó  sobre  ciertos 
datos  que  el  Congreso  hacía  tiempo  había  pedi- 
do. El  Secretario  no  estaba  enterado  del  asunto, 
tocó  el  timbre  y  llamó  al  Jefe  del  Negociado 
interrogándole  por  qué  no  le  había  dado  cuenta 
de  las  preguntas  del  Congreso  y  el  empleado 
contestó  en  la  forma  más  natural  del  mundo: 
"No  había  informado  sobre  esto,  señor  Secreta- 
rio, porque  como  esos  datos  que  pide  el  Congre- 
go no  se  mandan  nunca,  no  lo  creí  necesario". 

Es  decir,  que  los  datos  que  pide  el  Congreso 
estaban  clasificados  en  esa  Secretaría  entre  los 
datos  que  no  se  mandan  nunca.  Véase  por  esta 
práctica  que  existe  impunemente,  que  la  respon- 
sabilidad administrativa  del  Gobierno  ante  el 
Congreso  tiene  tales  obstáculos  para  que  sea  real 
que  no  existe  tal  responsabilidad,  o  lo  que  es  lo 
mismo,  que  en  esto  nuestra  Constitución  no  está 
aplicada.  En  lo  de  no  aplicarse  nuestra  Cons- 
titución, ni  en  su  espíritu  ni  en  su  letra,  me  de- 
cía una  vez  el  ilustre  Elíseo  Giberga,  hoy  desapa- 
recido, para  desdicha  de  la  mentalidad  cubana, 
que  nuestro  pueblo  se  encontraba  en  una  extra- 
ña y  rara  situación  política,  porque  estaba  regi- 
do en  la  práctica  por  una  Constitución  que  no 
era  la  suya. 

Este  juicio  parece  paradójico  a  primera  vis- 
ta ;  pero  si  los  señores  Representantes  se  ponen  a 
examinar  la  responsabilidad  y  deberes  que  con 
arreglo  a  la  Constitución  tienen  los  poderes 


33 


públicos  y  luego  observan  que  las  tales  respon- 
sabilidades y  deberes  no  tienen  ninguna  corres- 
pondencia en  la  vida  de  la  nación  ni  en  sus  prác- 
ticas de  gobierno,  verán  que  la  frase  es  de  una 
dolorosa  verdad. 

Entre  nosotros  no  están  aún  definidos  ni  enu- 
merados los  delitos  políticos  que  según  la  Consti- 
tución son  todas  aquellas  responsabilidades  que 
no  dimanen  estrictamente  de  los  cielitos  de  ca- 
rácter común,  y  en  que  puedan  incurrir  los  fun- 
cionarios del  Gobierno  de  la  República.  Los  bra- 
sileños dieron  a  esto  tanta  importancia  que  no 
promulgaron  ni  consideraron  vigente  su  Consti- 
tución, sino  cuando  simultáneamente  a  ella  dic- 
taron la  Ley  de  responsabilidad  del  Poder  Eje- 
cutivo. A  esto  hay  que  agregar  una  serie  de 
leyes  coloniales  arcaicas  que  responden  a  un  ré- 
gimen de  gobierno  cesarista  y  personal ;  como  el 
que  tenían  aquí  los  Capitanes  Generales  y  cuyas 
normas  legales  no  han  sido  aún  sustituidas  por 
otras  adecuadas  a  la  República.  Esa  legislación 
es  usada  aún  por  los  Poderes  Públicos  constan- 
temente, con  toda  su  influencia  perturbadora  y 
anacrónica. 

A  nuestros  tribunales,  a  falta  de  leyes  termi- 
nantes, esclavos  de  la  letra  y  poco  avezados  a  des- 
envolver sus  resoluciones  dentro  del  espíritu  de 
nuestra  Constitución,  les  es  más  cómodo  moverse 
dentro  de  los  viejos  precedentes  que  imprimir 
a  sus  resoluciones  esa  autonomía  y  enérgica  per- 
sonalidad que  debe  caracterizar  las  sentencias  de 
los  tribunales  republicanos. 
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Nos  encontramos  además  con  nuestras  costum- 
bres públicas  todavía  en  formación.  Nuestros 
hábitos  republicanos  son  embrionarios  y  poco 
consistentes,  porque  nuestro  pasado  administra- 
tivo y  político  durante  siglos  ba  sido  aquel  que 
se  desprendía  del  poder  personal  de  los  capita- 
nes generales  que  asumían  en  sí  toda  la  fuerza 
y  que  hacían  y  deshacían  lo  que  estimaban  opor- 
tuno con  una  vaga  responsabilidad. 

Los  viejos  hábitos,  la  desidia  de  nuestras  me- 
jores clases  sociales  para  actuar  con  vigor  en  la 
vida  pública  y  las  costumbres  coloniales,  todavía 
aún  no  bien  desarraigadas,  tienden  inconsciente- 
mente a  dar  al  Presidente  de  la  República  una 
serie  de  atributos  y  facultades  y  poderes  que 
las  leyes  no  le  conceden;  tienden  a  presentarlo 
como  el  único  poder  de  la  República  y  el  único 
dispensador  de  gracia  y  merced. 

Naturalmente  este  estado  del  ambiente  social 
contribuye  a  que  la  influencia  personal  del  Pre- 
sidente de  la  República  sea  enorme  y  perturba- 
dora, cuando  no  la  inspire  el  interés  público  y  se 
ponga  al  servicio  de  una  ambición  personal. 

El  Presidente  de  la  República  debiera  tener 
una  comunicación  constante  con  el  Congreso  por 
medio  de  sus  Secretarios  del  Despacho;  esta  re- 
lación mejoraría  los  asuntos  públicos  y  daría 
mayor  acierto  a  la  legislación  del  Congreso  y 
facilitaría  la  armonía  y  recíproca  confianza  en- 
tre los  poderes  del  Estado.  No  obstante  ser  esto 
así,  cuando  se  intentó  establecer  este  sistema  por 
el  Congreso,  la  vigencia  de  la  ley  fué  impedida, 
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como  ya  he  dicho  anteriormente,  por  un  veto  del 
Presidente  de  la  República,  y  hoy  suele  ocurrir 
que  para  favorecer  los  planes  del  Gobierno  se 
dice,  cuando  un  acto  administrativo  ha  obtenido 
aprobación  pública,  que  es  obra  del  señor  Presi- 
dente de  la  República,  y  cuando  por  el  contrario 
ese  acto  merece  censuras  o  provoca  rudos  ata- 
ques de  la  oposición,  entonces  se  dice  que  el  Pre- 
sidente de  la  República  nada  tiene  que  ver  con 
esto  porque  son  sus  Secretarios  los  que  lo  han 
acordado  y  los  que  gobiernan;  es  decir,  que  el 
Gobierno  por  este  sistema  se  las  ha  arreglado 
de  una  manera  muy  satisfactoria  para  él.  Goza 
de  las  ventajas  del  régimen  parlamentario  y  en 
cambio  no  tiene  que  rendir  ninguna  cuenta  ni  in- 
forme al  Congreso. 

Por  la  influencia  de  nuestras  costumbres,  por 
la  deficiencia  de  nuestras  leyes  y  por  los  abusos 
y  faltas  del  Poder  Ejecutivo,  la  influencia  del  Go- 
bierno es  excesiva  en  toda  la  vida  administra- 
tiva del  país. 

La  Policía  y  el  Ejército  dependen  directamen- 
te del  Presidente  de  la  República  y  del  Secre- 
tario de  Gobernación.  El  Ejército  por  mandato 
de  la  Constitución,  y  la  Policía  por  la  acción  del 
Secretario  de  Gobernación  sobre  los  Ayunta- 
mientos y  Alcaldes,  y  en  algunos  casos  por  me- 
dio de  supervisores  nombrados  por  el  Gobierno. 
El  Secretario  de  Gobernación  es  a  la  vez  un  Jefe 
político,  director  supremo  de  su  partido  y  ga- 
rantía de  sus  éxitos. 

La  falta  de  asistencia  de  los  Secretarios  del 
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Despacho  al  Congreso,  hace  que  las  delicadas  y 
peligrosas  funciones  del  Secretario  de  Goberna- 
ción sean  libres  de  toda  fiscalización  eficaz  y  de 
toda  información  necesaria. 

En  nuestro  régimen  administrativo  existe  la 
Secretaría  de  Justicia,  inútil  e  innecesaria,  con- 
traria al  principio  de  la  separación  de  los  po- 
deres que  informa  la  Constitución;  no  obstante, 
por  complacencias  legislativas  y  por  prácticas 
erróneas,  el  Secretario  de  Justicia  es  quien  di- 
rige la  acción  fiscal  en  los  Tribunales  de  la  Re- 
pública. 

Este  hecho,  a  primera  vista,  parece  no  tener 
gran  trascendencia;  pero  si  se  observa  que  en 
nuestro  procedimiento  criminal,  la  apertura  del 
juicio  oral  depende  forzosamente  de  que  haya 
una  acusación,  y  que  en  la  mayoría  de  los  casos 
no  se  constituye  acusador  particular,  vemos  que 
la  acción  de  los  fiscales  determinando  en  muchos 
casos  el  procesamiento,  produce  siempre  la  aper- 
tura del  juicio  oral  cuando  así  lo  estiman  conve- 
niente o  necesario,  e  impide  la  apertura  del  jui- 
cio oral  cuando  reciban  instrucciones  del  Poder 
Ejecutivo.  Véase  cuán  poderosa  influencia  pue- 
de ejercer  en  cualquier  momento  dado  el  Presi- 
dente de  la  República.  Se  dirá  que  esta  influen- 
cia puede  no  dañar  la  República  cuando  esté 
inspirada  en  la  imparcialidad;  pero  el  ánimo  se 
preocupa  cuando  se  piensa  que  esta  influencia 
pueda  ejercerse  movida  por  el  interés  o  por 
la  ira. 

Examinemos  la  influencia  presidencial  entre 
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los  funcionarios  de  la  Administración.  La  Ley 
del  Servicio  Civil  estableció  la  inamovilidad  de 
los  funcionarios  públicos.  Esa  Ley  se  dictó  pre- 
cisamente después  de  la  Revolución  de  Agosto, 
porque  se  consideró  que  una  de  las  causas  pertur- 
badoras más  grandes  que  hubieron  en  la  pasada 
época  fué  la  acción  violenta  de  los  poderes  públi- 
cos respecto  de  los  empleados. 

Los  que  dictaron  aquella  Ley  no  conocían  to- 
da la  ingeniosidad  de  la  mente  cubana  cuando 
quiere  fabricar  pretextos  para  dejar  de  hacer 
una  cosa.  Frente  a  la  inamovilidad  de  los  em- 
pleados y  la  autoridad  de  la  Comisión  del  Ser- 
vicio Civil,  surgió  la  teoría  de  la  lesividad;  es 
decir,  que  el  Gobierno  se  reserva  el  derecho  de 
considerar  lesiva  cualquier  resolución  de  la  Co- 
misión del  Servicio  Civil  que  no  sea  satisfac- 
toria a  sus  deseos. 

Con  esta  teoría  las  resoluciones  de  la  Comisión 
del  Servicio  Civil  no  ofrecen  garantía  ninguna 
a  los  funcionarioes  públicos,  porque  siempre  po- 
drá ser  desacatada  bajo  la  teoría  de  la  lesividad. 

El  Congreso  de  Cuba  dictó  una  Ley  corri- 
giendo este  error  de  apreciación  del  Poder  Eje- 
cutivo, pero  el  señor  Presidente  de  la  República 
puso  el  veto  a  la  Ley.  Y  caso  curioso,  el  veto 
también  se  fundó  en  que  la  Ley  era  inconstitu- 
cional. Como  se  ve,  señores  Represntantes,  toda 
Ley  que  dicta  el  Congreso  regulando  las  fun- 
ciones administrativas  del  Poder  Ejecutivo  o  de- 
finiendo el  alcance  de  sus  atribuciones  le  pare- 
ce al  Presidente  de  la  República  contraria  a  la 
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Constitución.  Es  decir  que,  según  esa  teoría, 
lo  único  inviolable  son  las  facultades  del  Poder 
Ejecutivo,  las  cuales  parecen  ser  como  los  dog- 
mas sagrados  de  las  religiones,  que  no  pueden 
discutirse  sin  cometer  sacrilegio. 

Veamos  ahora  la  acción  y  la  fuerza  de  que  dis- 
pone el  sistema  presidencial  vigente  en  cuanto 
a  los  fondos  públicos. 

Por  medio  del  régimen  de  las  transferencias 
y  de  los  presupuestos  prorrogados,  todos  los  años 
se  invierten  gran  número  de  millones  para  los 
gastos  públicos ;  pero  al  Congreso  no  se  le  ha  pre- 
sentado todavía  una  sola  liquidación  de  estos 
presupuestos.  Es  decir,  que  no  hay  comproba- 
ción alguna  de  que  estos  gastos  se  realicen  con 
arreglo  a  la  Ley  de  Presupuestos. 

No  existe  tampoco  organizado  un  Tribunal  de 
cuentas  que  examine  éstas  con  autonomía  y  ju- 
risdicción propias,  luego  tampoco  se  someten  en 
la  República,  a  ninguna  comprobación  adecua- 
da, las  cuentas  de  los  gastos  públicos.  Esto  se 
realiza  sólo  por  medio  de  un  funcionario  de  la 
administración  que,  por  mucha  que  sea  la  im- 
portancia que  se  le  dé,  en  definitiva  carece  de 
jurisdicción  y  no  tiene  elementos  dentro  de  la  Ley 
para  imprimirle  un  carácter  permanente  de  au- 
toridad a  sus  funciones.  No  hablemos  del  pre- 
supuesto de  los  gastos  de  la  Renta  de  Lotería. 
Nunca  los  ha  remitido  al  Congreso  el  señor  Pre- 
sidente a  pesar  de  que  se  le  han  pedido  varias 
veces  y  que  además  lo  dispone  así  una  Ley  vi- 
gente. 
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La  forma  en  que  se  desenvuelve  la  adminis- 
tración de  la  Renta  de  Lotería,  pone  en  manos 
del  Presidente  de  la  República  el  manejo  fácil 
de  cuantiosos  fondos  públicos  que  usados  por  el 
favoritismo  o  interés  político,  ejercen  una  in- 
fluencia profundamente  perturbadora  e  inmoral 
en  nuestra  vida  política  y  social. 

Yo  podría  extenderme  más  hablando  de  la  mul- 
titud de  elementos  de  acción  e  influencia  que  po- 
nen nuestras  costumbres  públicas,  la  inaplica- 
ción de  nuestra  Constitución,  nuestras  deficien- 
cias legislativas,  en  manos  del  Presidente  de  la 
República.  Yo  podía  haber  hablado  de  esa  ti- 
tulada autonomía  municipal  que  está  sujeta  al 
sistema  de  las  suspensiones  de  acuerdos  de  los 
Ayuntamientos,  por  virtud  del  cual  no  hay  Mu- 
nicipio de  la  República  que  pueda  hacer  firme 
una  sola  resolución  aunque  sea  evidentemente 
adoptada  dentro  de  sus  atribuciones,  si  frente 
a  ella  se  alza  la  voluntad  apasionada  de  un  Se- 
cretario de  Gobernación. 

Yo  he  querido  solamente  bosquejar  el  régimen 
cubano  actual  para  evidenciar  en  pocas  palabras 
lo  erróneo,  lo  absurdo  que  resulta  hablar  de  la 
reelección  presidencial  de  los  Estados  Unidos 
comparándola  con  la  reelección  presidencial  de 
Cuba.  En  los  Estados  Unidos  la  reelección  pre- 
sidencial es  un  incidente  sin  importancia  de  la 
vida  del  cuerpo  nacional  de  aquel  gran  país ;  sin 
embargo  de  eso,  la  creen  sus  grandes  estadistas 
corruptora,  y  la  corriente  contraria  a  esa  prác- 
tica es  cada  vez  mayor  dentro  de  las  clases  di- 
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rectoras  de  aquella  sociedad.  Y  esto  a  pesar  de 
que  en  la  Unión  Americana  en  el  orden  admi- 
nistrativo, y  en  el  orden  de  la  política  local,  ape- 
nas si  se  entera  el  país  de  la  acción  que  ejerce  el 
Presidente  en  la  administración  pública. 

Frente  a  las  reelecciones  en  los  Estados  Uni- 
dos puede  ofrecerse  el  espectáculo  de  todas  las 
naciones  de  nuestra  raza,  las  cuales  en  la  mayo- 
ría de  sus  constituciones  prohiben  la  reelección, 
por  ser  la  fuente  más  funesta  de  desg  racias  de  la 
América  Latina. 

Hechas  estas  consideraciones  que  deseamos  que 
el  país  aquilate  con  todo  su  valor  patriótico,  fren- 
te a  las  elecciones,  frente  a  la  próxima  lucha 
electoral,  que  deseamos  que  sea  serena,  pacífica 
y  tranquila,  que  anhelamos  con  todo  nuestro 
amor  entrañable  a  la  patria,  que  sea  un  expo- 
nente de  su  capacidad  política  y  un  paso  más 
en  el  arduo  y  duro  camino  de  nuestro  funciona- 
miento como  nacionalidad  soberana,  ¿tiene  algo 
de  vituperable  que  os  llamemos,  señores  Repre- 
sentantes del  Partido  Conservador,  invitándoos 
a  que  vengáis  aquí  a  hacer  una  Ley  prudente  y 
previsora  que  pondrá  temporalmente  el  Poder 
Ejecutivo  en  manos  de  vuestro  Vicepresidente 
que  es  un  hombre  ilustre,  que  pertenece  a  vues- 
tra propia  comunidad  política,  que  es  uno  de 
los  fundadores  de  ella  y  respecto  del  cual,  por 
sus  aspiraciones,  por  su  carácter  y  por  sus  doc- 
trinas, no  debéis  tener  la  menor  duda  de  que  de- 
see ardientemente  el  triunfo  de  vuestro  partido  % 

Lo  único  que  queremos  evitar  con  esta  legis- 
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lación,  es  que  la  gestión  directa  y  personal  del 
que  quiere  y  aspira  a  la  reelección  desde  la  Pre- 
sidencia de  la  República,  no  sea  como  la  espada 
de  Brenno,  que  pese  en  las  decisiones  del  pueblo 
de  Cuba. 

No  queremos  dejar  subsistente  un  estado  de 
cosas  que  produce  evidentes  peligros  a  la  Na- 
ción; no  lo  deseamos,  por  nuestro  país,  por  la 
libertad  de  Cuba,  por  la  estabilidad  de  nuestras 
instituciones,  por  la  consistencia  que  necesita  que 
tenga  nuestro  régimen  republicano. 

Yo  insisto  sobre  esto  porque  quiero  alejar  de 
nuestro  acto  político  de  esta  tarde  todo  punto 
de  vista  partidarista. 

Esta  Ley  debiera  haber  sido  elaborada  por 
conservadores  y  liberales  a  la  manera  de  un  pac- 
to social  que  diera  el  equilibrio  necesario  a  la 
próxima  contienda  electoral;  y  ese  acto  hermo- 
so, ese  acto  de  extraordinaria  grandeza  de  con- 
ciencia cívica,  sería  un  formidable  sillar  en  que 
quedarían  sentados  definitivamente  para  el  fu- 
turo los  cambios  normales  de  gobiernos  en  el 
país ;  sin  ninguna  convulsión  que  los  perturbara. 

Señores  Representantes,  creo  haber  demostra- 
do en  el  curso  de  esta  explicación  de  voto  que  se 
ha  convertido  en  un  discurso  extenso,  que  nos- 
otros creemos  sinceramente  que  la  Constitución 
autoriza  la  legislación  que  acabamos  de  adop- 
tar; que  nosotros  creemos  sinceramente  que  con 
esta  Ley  no  atacamos  en  manera  alguna  en  sus 
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prerrogativas  al  Poder  Ejecutivo ;  que  la  Ley  vo- 
tada garantiza  únicamente  un  orden  de  derecho 
que  facilita  la  ejecución  de  la  Ley  Electoral. 
Nosotros  legislamos  exclusivamente  para  los  can- 
didatos y  entre  estos  candidatos,  que  por  el  he- 
cho de  serlo  están  sometidos  a  la  legislación 
electoral,  se  encuentra  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica en  su  carácter  de  ciudadano,  cuando  él  de- 
sea llevar  su  nombre  otra  vez  a  la  boleta  comicial. 

Hemos  usado  de  la  facultad  que  otorga  la  Cons- 
titución al  Congreso  para  establecer  el  régimen 
electoral.  La  Constitución  prevé  la  de  falta  ac- 
cidental del  Presidente;  la  misma  Constitución 
habla  de  la  posibilidad  de  que  sea  sustituido  en 
los  casos  de  incapacidad  y  nosotros  lo  que  hace- 
mos es  fijar  como  un  caso  de  incompatibilidad, 
el  de  desempeñar  la  presidencia  de  la  Repúbli- 
ca en  los  momentos  en  que  se  realiza  una  elec- 
ción general  en  que  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica resulta  ser  uno  de  los  candidatos  que  dis- 
cute el  triunfo  en  los  comicios. 

Nos  ha  movido  al  dictar  esa  Ley  un  gran  amor 
a  la  nacionalidad  y  a  la  libertad.  Yo  insisto  en 
que  se  vea  en  nuestra  actitud  un  acto  patriótico, 
un  acto  de  previsión  que  deseamos  que  se  anote 
en  la  historia  de  los  liberales  de  la  propia  ma- 
nera que  se  anotó  en  ella  la  acción  gloriosa  de  no 
haber  el  Presidente  elegido  por  el  Partido  Libe- 
ral presentado  su  candidatura  de  reelección  cuan- 
do desempeñaba  el  Poder.  Queremos  que  el  país 
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sepa  que  lo  que  deseamos  y  lo  que  nos  preocupa, 
por  sobre  todo  interés  de  bandería,  es  el  estable- 
cimiento de  un  orden  legal  que  garantice  el  de- 
recho y  la  libertad  presente  y  futura.  Ponemos 
por  encima  de  todo  el  respeto  estricto  a  la  liber- 
tad y  nuestro  gran  amor  a  la  Patria  y  a  la  paz 
duradera  que  se  asienta  únicamente  sobre  la  jus- 
ticia. ( Grandes  aplausos.) 
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PROYECTO  DE  LEY 


objeto  de!  discurso  anterior,  que  fué  aprobado  por  el  Congreso 
y  vetado  por  el  Presidente  de  la  República, 

Artículo  I. — Cuando  una  persona  que  desem- 
peñe el  cargo  de  Presidente  de  la  República  fue- 
se postulada  para  su  reelección  deberá,  si  acepta 
la  postulación,  cesar  en  sus  funciones  con  su 
Consejo  de  Secretarios,  mediante  entrega  a  la 
persona  que  legalmente  corresponda  sustituirle, 
a  las  ocho  de  la  mañana  del  sexagésimo  quinto 
día  precedente  a  la  elección,  o  antes;  debiendo 
haber  presentado  con  anterioridad  a  la  Junta 
Central  Electoral,  prueba  satisfactoria  de  ha- 
ber cesado  en  el  cargo  mediante  la  entrega  a  su 
sustituto.  En  defecto  de  la  presentación  de  di- 
cha prueba,  las  Juntas  Provinciales  Electora- 
les, a  las  cuales  comunicará  la  Junta  Central  el 
hecho  rechazarán  inmediatamente  la  postula- 
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ción  y  no  admitirán  la  candidatura  para  Com- 
promisarios Presidenciales. 

El  cese  en  sus  funciones  terminará  el  día  si- 
guiente de  haberse  hecho  la  proclamación  por 
las  Juntas  Provinciales  Electorales  de  los  Com- 
promisarios Presidenciales,  y  no  privará  al  in- 
teresado del  derecho  de  percibir  la  dotación  que 
tenga  asignada. 

Aetíctjlo  II. — Cuando  la  persona  que  desem- 
peñe el  cargo  de  Secretario  del  Despacho  fuese 
postulada  para  algún  cargo  electivo,  deberá,  si 
acepta  la  postulación,  obtener  licencia,  y  cesará 
en  sus  funciones  a  las  ocho  de  la  mañana  del 
quincuagésimo  quinto  día  precedente  a  la  elec- 
ción, o  antes ;  debiendo  haber  presentado  con  an- 
terioridad a  la  correspodiente  Junta  Electoral 
prueba  satisfactoria  de  haber  pedido  y  obtenido 
dicha  licencia.  En  defecto  de  la  presentación  de 
dicha  prueba  la  Junta  rechazará  inmediatamen- 
te la  postulación. 

Esta  licencia  que  terminará  el  día  siguiente  a 
las  elecciones,  tiene  carácter  extraordinario  y 
no  perjudicará  el  derecho  del  interesado  para  la 
obtención  de  otras  licencias  autorizadas  por  la 
Ley  ni  le  privará  del  derecho  de  percibir  su  do- 
tación. 

Aetíctjlo  III. — Quedan  derogadas  las  leyes  y 
disposiciones  que  se  opongan  al  cumplimiento 
de  la  presente,  la  cual  empezará  a  regir  desde  su 
publicación  en  la  Gaceta  Oficial  de  la  República. 
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